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    El 10 de diciembre de 2015 finalizó uno de los procesos de transformación de la vida política, social y económica más profundos y extensos de la Argentina del último siglo. El 25 de mayo de 2003, Néstor Kirchner había asumido la presidencia de la nación en un contexto de crisis estructural sin precedentes. Los índices de caída del producto bruto interno (PBI) y de incremento de la pobreza, indigencia y desocupación estaban acompañados de un fuerte cuestionamiento social a la falta de representatividad de la dirigencia política y de un sensible deterioro de la autoridad del Estado para conducir los destinos del país. Desde la legalidad del triunfo electoral, pero también desde la frágil legitimidad del 22% de los votos, el nuevo presidente debió enfrentar un doble desafío. Por un lado, era necesario comenzar a recuperar una economía profundamente deteriorada y atender la urgencia que exigía incorporar al consumo y a la vida económica y social a grandes masas de la población marginada en el período anterior. Por otro, recuperar la gobernabilidad restaurando la centralidad de la política y la confianza en el Estado por parte de una sociedad que, bajo la consigna “Que se vayan todos”, había obligado no hacía mucho a emprender la retirada al gobierno que encarnó la última etapa de un agotado proyecto neoliberal.


    Poco más de doce años después, luego de cumplir con su segundo mandato presidencial, Cristina Fernández de Kirchner dejaba el gobierno en el contexto de un país totalmente distinto. Había transcurrido una década en la que por primera vez, desde la experiencia peronista que fue derrocada en 1955, un fuerte crecimiento económico coincidió con una importante redistribución del ingreso y una movilidad social ascendente que se manifestó, entre otros procesos, en una importante caída de los índices de desigualdad, desocupación, pobreza e indigencia. El Estado había recuperado importantes herramientas económicas que le permitieron fortalecer su capacidad de conducir el proceso de desarrollo y regular el orden político y social. A partir de este reposicionamiento, había desplegado un conjunto de políticas productivas, sociales, educativas, laborales, de salud, etc., que implicaron un incremento sin precedentes del nivel de inversión pública. Un sostenido proceso de industrialización y de crecimiento del mercado interno había permitido expandir las oportunidades de empleo y mejorar las condiciones salariales de los trabajadores a partir de paritarias libres. Se ampliaron los derechos de todos los ciudadanos, sobre todo de las minorías y de los que pertenecían a los sectores más desprotegidos. Todo esto ocurrió al mismo tiempo que se incrementaron los niveles de autonomía nacional en la toma de decisiones económicas y políticas y se profundizaron los procesos de integración regional.


    Sin embargo, la fuerza política que lideró el proceso que mejoró la vida de la mayoría de los argentinos, el Frente para la Victoria, perdió las elecciones de octubre de 2015. La coalición encabezada por Mauricio Macri se impuso por escaso margen en un ballottage muy disputado.


    La derrota del kirchnerismo abre un necesario debate acerca de sus causas. Es evidente que esta discusión debe abarcar un conjunto de procesos y factores de una complejidad tal que desbordan las posibilidades de esta publicación. Existen, por ejemplo, un conjunto de fenómenos de la coyuntura política y económica y de la propia estrategia electoral y comunicacional de cada una de las fuerzas políticas implicadas que influyeron fuertemente en el resultado electoral y que no serán objeto de análisis en los textos que integran estas páginas.


    El aporte que busca realizar este libro está focalizado en el análisis de algunas de las políticas más relevantes llevadas adelante en los más de doce años de gobierno kirchnerista. Los autores se proponen evaluar los avances en cada una de las áreas incluidas en la compilación, pero también dar cuenta de los principales obstáculos a los que se enfrentó la gestión de las políticas públicas. No se trata de análisis que pretenden ser “objetivos”: quienes han escrito los capítulos comparten las metas que se planteó el gobierno durante esta década, y muchos de ellos ocuparon importantes cargos en él. Sin embargo, a partir de una mirada crítica, cada uno intenta complementar la descripción de los logros alcanzados en la gestión con las problemáticas que no se pudieron o no se supieron resolver y las asignaturas y desafíos pendientes hacia el futuro.


    El volumen abre con un análisis del contexto regional en el que se muestra que el caso argentino no fue un proceso aislado, sino parte de un movimiento continental que, por primera vez en varias décadas, logró llenar el histórico “casillero vacío” en las estadísticas, aquel que incluye los países que crecen y a la vez distribuyen más igualitariamente los beneficios del desarrollo. El abandono del neoliberalismo basado en el Consenso de Washington resultó un proceso que surgió junto a nuevos liderazgos políticos en distintos países de la región en el mismo momento. Quedaron atrás, de esta manera, las políticas de mercado que llevaron adelante las dictaduras y las débiles democracias que las sustituyeron durante las últimas décadas del siglo XX. Sin embargo, allí señalamos que la igualdad social y los enormes progresos obtenidos en el crecimiento económico y en la mejora de las condiciones de vida de los pueblos no alcanzaron para modificar en profundidad los patrones productivos tradicionales que determinan una gran dependencia de la producción y comercialización de commodities. De allí las extraordinarias dificultades económicas, a partir de la caída de los precios de los productos primarios en el mercado internacional y el gran deterioro de los términos de intercambio, que hoy hacen peligrar la sustentabilidad de las conquistas logradas por los gobiernos progresistas.


    En el mismo sentido se orienta el análisis sobre la economía argentina de esta década que presenta Mercedes Marcó del Pont. La autora destaca las políticas desplegadas por el kirchnerismo dirigidas a privilegiar siempre la acumulación productiva sobre la financiera, incluso a contramano del saber económico convencional. Crecer a partir del mercado interno, negociar con los acreedores externos condiciones de pago de la deuda compatibles con los objetivos de crecimiento, rechazar el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y dejar de mirar únicamente los preceptos del Fondo Monetario Internacional (FMI) fueron definiciones que permitieron recuperar la soberanía en el manejo de las políticas públicas. Esto se complementó con la recuperación del protagonismo del Estado tanto en su rol de gestionar los resortes estratégicos de la economía como de redistribuir la riqueza a partir de las políticas de salarios e ingresos y de las estrategias de integración social. Este papel del Estado se acentuó cuando tuvo que jugar un rol contracíclico para mantener la economía y el mercado interno activo frente al impacto de la crisis internacional. Pero al igual que lo señalado para el contexto regional, Marcó del Pont enfatiza las dificultades que se tuvieron para modificar el patrón productivo y que condujeron a que, una vez más, la restricción externa se constituyera en el principal límite para el desarrollo. La subestimación de otros factores estratégicos, como la cuestión de la inflación y la política energética, son –según la autora– algunos de los temas que impidieron potenciar el crecimiento y erosionaron la base social de sustentación del gobierno.


    Las políticas hacia el trabajo y el empleo que describe Marta Novick en su aporte al libro están plenamente articuladas con el proceso económico planteado por Marcó del Pont. Por un lado, se recuperaron instituciones fundamentales que estaban abandonadas, como la negociación colectiva, el salario mínimo y la inspección laboral. Por otro, se avanzó en políticas activas hacia la creación de trabajo registrado y la mejora de las competencias laborales de los trabajadores, en particular de los más vulnerables. La recuperación por parte del Ministerio de Trabajo de su capacidad de coordinar las relaciones laborales y la puesta en funcionamiento del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario, luego de once años de inactividad, constituyeron algunos hitos de esta gestión. Los datos son claros indicadores de los resultados exitosos de las políticas económicas y laborales implementadas: la desocupación cayó del 24 al 5,9% entre 2003 y 2015. En este contexto, Novick señala un conjunto de problemáticas sobre las que no se pudo avanzar lo suficiente. La escasa transformación de la estructura productiva –a la que hicimos referencia tanto en mi capítulo como en el de Marcó del Pont– repercutió en el sostenimiento de mercados de trabajo heterogéneos y con alta precariedad. La capacidad de llegada del Estado sobre estos sectores fue mucho más limitada y, por lo tanto, tuvo menor posibilidad de incidir en la reducción de la informalidad y en las desigualdades por edad, sexo o región que siguen vigentes. Estos factores incidieron para que, a pesar de la importante mejora en los índices del coeficiente de Gini, quedemos al final de ese ciclo “lejos de los parámetros más igualitarios de los años cincuenta o los setenta”.


    En cuanto a la política exterior, también los logros fueron marcados en dirección a alcanzar mayores niveles de autonomía en la toma de decisiones con el objetivo de aportar hacia un nuevo orden multipolar más justo y democrático. Para Jorge Taiana, esta mayor capacidad de decisión nacional se expresó en la determinación de evitar una inserción económica en el mundo subordinada a los intereses de los Estados Unidos, como hubiera significado nuestra integración al ALCA, en la profundización de los procesos de integración regional y en la firme posición respecto de “la urgencia de reemplazar la actual estructura financiera y económica internacional por otra capaz de garantizar la estabilidad económica global, entendiendo que el mundo debe avanzar hacia sistemas económicos nacionales y mundiales basados en adecuados controles y regulaciones, mayor transparencia y democratización en la toma de decisiones”. Otro de los ejemplos de las políticas de defensa de nuestros intereses nacionales señalado por el ex canciller es la profundización del reclamo por la soberanía nacional expresada tanto en la reivindicación territorial de las islas Malvinas como en el éxito de la presentación ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU) de nuestra plataforma continental. En el campo de las asignaturas pendientes, el capítulo coincide con lo planteado en los textos ya mencionados: no se avanzó lo suficiente en generar las condiciones para lograr una integración regional que supere los aspectos estrictamente comerciales y avance en dirección a la construcción de cadenas de valor e integración productiva. La dificultad para poner en marcha el Banco del Sur es un claro ejemplo de que se avanzó mucho más en lo discursivo que en las medidas concretas que permitirían dotar a la región de un mayor peso y capacidad de decisión en el contexto global.


    En este punto cabe preguntarnos qué tipo de Estado es necesario para encabezar un proceso de transformaciones tan profundo. Parece evidente que aquel que dejó el neoliberalismo, desarticulado y deslegitimado, no estaba en condiciones de hacerlo. El capítulo escrito por Nicolás Trotta analiza cómo se transformó “la baja legitimidad de origen en una notable fortaleza: la legitimidad de ejercicio”, que colocó al Estado en el rol de constructor de soberanía nacional, garante de justicia social y herramienta de transformación. Después de largas décadas la política retomó el control del Estado. Ello permitió colocarlo como actor protagónico en el diseño de políticas públicas primarias, en su responsabilidad de regular el mercado y en la promoción de sectores estratégicos de la economía. Pero según Trotta, la vocación reformista del gobierno no se extendió con similar impulso en mejorar el funcionamiento interno del Estado, aumentar su transparencia y generar un marco de institucionalización que garantizara que los cambios perduraran en el tiempo, más allá de los mandatos electorales. Junto con la crítica de acciones puntuales que llevó adelante el gobierno kirchnerista, como la actitud frente al Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec), el autor plantea como una de la asignaturas pendientes la ausencia de estrategias de fondo para resolver problemáticas estructurales de larga data en la Argentina. Entre estas, destaca la falta de decisión para resolver el tema de un nuevo federalismo y, en particular, de la coparticipación y el perfil productivo de cada región para lograr mayor igualdad e integración territorial.


    El capítulo de Mempo Giardinelli destaca aciertos y errores de la gestión kirchnerista mirada desde una perspectiva más abarcativa. Los primeros están vinculados a lo que denomina “una verdadera y modesta revolución democrática”, resumiendo los cambios políticos, económicos y sociales llevados adelante por Néstor Kirchner y Cristina Fernández. La recuperación de la soberanía política y económica, la estatización de empresas que habían sido privatizadas, los avances logrados en las áreas de educación, cultura y ciencia y tecnología, la ampliación de los derechos para las minorías, la aprobación de la Ley de Medios y la prioridad dada a los sectores sociales más postergados –como los alcanzados por la Asignación Universal por Hijo– son algunos de sus logros más importantes. Sin embargo, el texto es particularmente crítico en cuanto a problemáticas que no abordan otros autores: “se tomaron decisiones equivocadas, se sostuvieron funcionarios impresentables, ineptos o corruptos, o ambas cosas […]. Pero nada se hizo al respecto”. Giardinelli adjudica a la falta de combate contra la corrupción una de las principales causas de la derrota electoral, pese a que no es el único elemento crítico que señala. También señala la falta de una política ambiental, de modificación del sistema policial y carcelario y de subestimación de los efectos sociales de la inflación como otros aspectos negativos de la gestión. Asimismo, es el único autor que marca diferencias entre el accionar político de los dos presidentes del período. Giardinelli sostiene que, con el transcurrir del ejercicio del gobierno, la oportuna “transversalidad” política que encabezó Néstor Kirchner fue dejando lugar a una mirada cada vez más sectaria y “encerrada” de Cristina Fernández, lo cual desembocó en la “errada y caprichosa” selección de los candidatos para las elecciones de 2015.


    Por su parte, Juan Carlos Tedesco, Eduardo Dvorkin y Horacio González abordan, respectivamente, el análisis de una de las áreas más importantes para el modelo de desarrollo impulsado por el gobierno: las políticas de educación, ciencia y tecnología, y cultura. Tedesco, quien tuvo a su cargo la cartera en la primera etapa de la gestión de Cristina, destaca en su capítulo la fuerte voluntad política del gobierno de colocar a la educación como una de las políticas prioritarias. En este contexto, señala dos campos de mejoras claramente definidos. El primero está relacionado con la profunda modificación del marco regulatorio. Las nuevas leyes de Educación Técnico-Profesional, de Financiamiento Educativo, de Educación Sexual Integral y Nacional de Educación constituyen el plexo normativo que modificó sustantivamente el funcionamiento de un sistema educativo que se encontraba fragmentado y desfinanciado por las políticas adoptadas en la década anterior. Entre las disposiciones más importantes que destaca el autor, se encuentran la creación del Instituto de Formación Docente, la unificación del sistema educativo que vuelve a estructurarse en los niveles primario y secundario, la obligatoriedad del nivel medio y de las salas de 4 y 5 años del nivel inicial, la universalización de la enseñanza de una segunda lengua y de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, etc. Estas modificaciones legislativas plantean un horizonte de trabajo para la construcción de una verdadera política de Estado en esta área.


    El segundo de los campos en los que Tedesco enfatiza las mejoras del período está vinculado a la prioridad que asumieron las inversiones en el ámbito de la educación. Acompañando el crecimiento económico del país al que ya hicieron referencia otros autores, y sustentado por la ley que propone invertir el 6% del PBI en educación, el presupuesto se amplió de manera notable. Ello impactó tanto en la mejora de los salarios y las condiciones de trabajo de los docentes como en una enorme expansión de los recursos destinados a infraestructura y equipamiento de las escuelas. La conjunción del mejoramiento de las condiciones económicas de la población con el aumento de los años de escolaridad y el avance en las condiciones materiales del proceso de enseñanza permitió ampliar significativamente el proceso de inclusión educativa.


    Pero a pesar de estos progresos, Tedesco considera necesario destacar que los resultados educativos de los estudiantes mejoraron menos de lo que lo hicieron las condiciones materiales de vida y enseñanza. En este sentido, encuentra limitaciones en las “estrategias [pedagógicas] que no aprovecharon plenamente la oportunidad para definir los cambios necesarios en la organización institucional y la cultura con la cual se desempeñan los principales actores del proceso de enseñanza y aprendizaje”. Ello provocó que el desempeño escolar “mejorara menos de lo previsto”.


    El análisis de Eduardo Dvorkin respecto del área de ciencia y tecnología propone que las principales características del estilo tecnológico asociado al modelo de desarrollo inclusivo llevado adelante desde 2003 suponen: 1) la complejización de la matriz productiva concatenando la investigación científica con el desarrollo tecnológico; 2) un desarrollo productivo fuertemente basado en la producción local de tecnología; y 3) un papel protagónico del Estado.


    Con un lugar tan estratégico en el modelo de desarrollo implementado por los gobiernos kirchneristas, la ciencia y la tecnología argentinas se beneficiaron con un incremento en la inversión y con la incorporación de un número de investigadores sin precedentes en la historia de nuestro país. La creación de un ministerio específicamente dedicado a esta temática es un ejemplo de la centralidad que ocupó para quienes condujeron el proceso. Al mismo tiempo, se destaca el papel fundamental que desempeñaron empresas estatales como Invap, Arsat, YPF, Y-TEC, NA-SA, VENG S.A. y las vinculadas a defensa en este período. Como resultado del trabajo de estos años, Dvorkin señala que “el sector científico se encuentra consolidado, y ya debería ser posible esperar de él un importante aporte al desarrollo tecnológico del país”. Pero no son pocas las asignaturas pendientes que señala el autor. Las principales limitaciones del proceso de desarrollo científico-tecnológico estuvieron vinculadas a una estructura productiva poco diversificada y limitada por la ya mencionada restricción externa. Pero el capítulo también propone la necesidad de avanzar hacia el establecimiento del control estatal del comercio exterior del sector agropecuario para asegurar las divisas necesarias para la complejización de la producción industrial; un mayor protagonismo del Estado tanto en el proceso productivo como en la gestión de la transferencia tecnológica y una “reingeniería de la organización estatal que maximice la difícil convergencia de los esfuerzos de ministerios, institutos científico-tecnológicos y universidades nacionales”.


    Horacio González optó por un camino distinto al de los otros autores. En su capítulo enfatiza el “clima de época” reinante en estos doce años, propicio para generar una atmósfera de intervencionismo, innovación y discusiones de toda índole que promueve un estado de debate y tensión permanentes. Destaca que “los gobiernos de Néstor y Cristina nunca formularon una posición específica en torno al núcleo problemático y dramático que separa, pero también intervincula, los legados clásicos con los arquetipos del núcleo nacional popular”. Esta perspectiva, que también podría ser sujeta a crítica, es para González la clave para la pluralidad de dimensiones y estratificaciones con las que abordó la problemática cultural. Sin eludir el debate acerca de si el sostenimiento estatal de la cultura termina burocratizándola, el texto destaca el enorme apoyo oficial que tuvieron multiplicidad de expresiones culturales de orientaciones manifiestamente plurales. Como corolario de esta mirada de necesario apoyo de los organismos públicos a la cultura es que surge sobre el final de la gestión de Cristina Fernández la elevación de la Secretaría de Cultura al rango de Ministerio. Sin embargo, es evidente que para González, que enumera con ponderaciones muchas de la iniciativas culturales apoyadas desde el Estado, lo más importante que deja el período es haber puesto todo bajo “el signo de una gran discusión”, que incluye las conciencias, pero también los símbolos.


    Eduardo Jozami y Marisa Herrera se ocupan, desde perspectivas complementarias, de las políticas vinculadas a la ampliación de derechos. El primero examina el trabajo en torno a los derechos humanos a partir de colocar las propuestas de Memoria, Verdad y Justicia como sustento ético del accionar del gobierno en esta temática. A partir de la ley que declaró la nulidad insanable de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, sancionada en agosto de 2003, y su confirmación por la Corte Suprema de Justicia en 2005, se aceleraron los juicios a los autores de los delitos de lesa humanidad. La decidida acción del gobierno y el apoyo de los organismos de derechos humanos permitió avanzar significativamente en este camino a pesar de las fuertes resistencias de sectores del establishment de la sociedad y del aparato judicial. Jozami resalta que, gracias a este impulso oficial, sobre inicios de 2016 ya se habían dictado 155 sentencias en las que se condenó a 666 personas por delitos de lesa humanidad. Sin embargo, este avance no tuvo su correlato en el enjuiciamiento a los civiles que tuvieron responsabilidades en la represión. El autor destaca, entre otras, dos acciones de suma importancia. Por un lado, las que estuvieron centradas en mantener la memoria, tanto las simbólicas –por ejemplo, el retiro del cuadro de Jorge Rafael Videla de la Escuela Militar– como las materiales, que implicaron la creación de innumerables espacios para el recuerdo del terrorismo de Estado perpetrado por la dictadura. Por otro, subraya las acciones dirigidas a modificar la formación de las instituciones militares y promover su mayor democratización e integración con la sociedad. Las críticas más importantes que Jozami realiza al accionar del Estado en este período están destinadas a “las vacilaciones y retrocesos en las políticas llevadas adelante hacia las fuerzas de seguridad”. Los cuestionamientos al accionar de las policías han sido permanentes, y los intentos de reforma quedaron truncos. En la misma dirección, el capítulo plantea que la política de expansión de los derechos no pudo atravesar las puertas de las comisarías y cárceles. He aquí una de las principales asignaturas pendientes para el futuro.


    Marisa Herrera, por su parte, pasa revista, analiza y pondera los derechos civiles y sociales conquistados durante la última década. Destaca el coraje del gobierno y del Congreso al “tocar intereses hasta entonces ‘intocables’ (como la familia, los niños y nuestros cuerpos), tomando como punto de partida las nociones de ‘identidad’, ‘autonomía’ y ‘vulnerabilidad’”. Muchos de estos avances debieron significar también cambios importantes en el lenguaje, como los que se llevaron adelante, no sin resistencias, en el nuevo Código Civil. El abanico de nuevas leyes de tinte cívico, social y de género es enorme. Entre ellas, Herrera destaca las de protección integral de los derechos a las niñas y niños, y a los adolescentes; trabajo infantil; educación nacional; educación sexual integral; contra el feminicidio y la trata de personas; régimen para empleadas de casas particulares; derechos del paciente; acceso a las técnicas de reproducción asistida; matrimonio igualitario; identidad de género; comunicación audiovisual, etc. A pesar de que para la autora el balance de los progresos en materia legislativa muestra un claro “superávit”, el capítulo culmina señalando los que han quedado en la columna del “debe”; entre ellos, el escaso avance en dirección a una mayor separación entre el Estado y la Iglesia. Vinculadas a esta cuenta pendiente, Herrera plantea las dificultades para lograr transformaciones más profundas en el texto del nuevo Código Civil y la postergación indefinida de la aprobación de leyes que considera fundamentales, como la que permite la despenalización del aborto y el uso derivado de las técnicas de reproducción humana asistida (TRHA).


    Por último, el capítulo de Ricardo Rouvier nos aporta una de las claves fundamentales para entender un período de cambios tan profundos: los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández se apartaron de la mirada tradicional de la política argentina que, a partir de la recuperación de la democracia, practicó un notorio seguidismo de los dictados de la opinión pública muchas veces en manos de las corporaciones mediáticas. Lo interesante del kirchnerismo, destaca el autor, es que “tiene la rara virtud de que, una vez obtenida la legitimidad inicial, fue ampliando su poder sobre la base de su propia convicción, sin concesiones. Y la opinión pública, que no había terminado de conocerlo en 2003, empezó a acompañarlo en sus iniciativas”. Este proceso explica la raíz de muchas de las iniciativas transformadoras que son enumeradas a lo largo del libro. Es la decisión del gobernante la que coloca en la agenda pública temas que no se manifestaban explícitamente como demanda popular. Sólo de esta manera se puede comprender, por ejemplo, la centralidad que ocupó la política de derechos humanos en los inicios del proceso, cuando las prioridades masivas estaban volcadas a los aspectos vinculados a la subsistencia económica. Esta capacidad de marcar la agenda pública se expresó también en temas que lograron amplio consenso social, como la necesidad de proponer un rol central para el Estado en la economía, la recuperación de la autonomía política del país y la vocación de unidad latinoamericana y el debate sobre el papel monopólico de los medios de comunicación, en distintos momentos de la gestión. También es posible adjudicar a esta enorme capacidad de decisión gubernamental la importante ampliación de derechos que respondieron a demandas de sectores minoritarios de la sociedad, pero que significaban profundos cambios culturales en el sentido de la democratización integral de la vida social a la que aspiraba el gobierno. Es posible proponer que en muchos casos, como el del matrimonio igualitario, la identidad de género, la fertilización asistida, la mayoría de edad, los migrantes, etc., los consensos en la opinión pública se lograron con posterioridad a la aprobación de los instrumentos legislativos.


    Sin lugar a dudas, esta mirada abre el interrogante acerca de si esta falta de continuidad en el seguimiento del humor social a partir del estado de la opinión pública por parte del gobierno no terminó jugando a favor de cierto encierro o autorreferencia exagerada que impidió tomar conciencia de los síntomas del disconformismo social que contribuyó a la derrota electoral de 2015.


    Para finalizar, quisiera plantear una aclaración y dejar asentada una convicción. La primera hace referencia a que un conjunto de áreas de gestión gubernamental de gran trascendencia, como salud, desarrollo social, medio ambiente, infraestructura, energía, etc., no fueron incluidas en esta compilación. Era imposible abarcar todas las problemáticas en un solo volumen y por ello se optó por algunos temas y protagonistas sustantivos. Quedará para otra oportunidad, e incluso otras iniciativas, el análisis de las políticas públicas aquí ausentes.


    La convicción es que, a un año de la derrota electoral de diciembre de 2015, aún está pendiente un profundo debate entre el conjunto de las fuerzas nacionales, populares y progresistas sobre las razones y los alcances de este resultado. Tengo la certeza de que esta discusión es imprescindible para revalorizar los grandes avances que se lograron en estos años con la conducción de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, pero también para analizar los límites vinculados a las falencias y equivocaciones que colaboraron en la imposibilidad de continuar profundizando el proyecto. El debate debe incluir un conjunto de problemáticas planteadas en este libro. Por qué no fue posible avanzar más en la transformación del modelo productivo y superar la restricción externa; qué estrategias utilizar para articular más estrechamente los avances científico-tecnológicos con las cadenas productivas locales; por qué no se produjeron los cambios en el Estado que permitieran más eficiencia y transparencia en la gestión; cómo abordar las asignaturas pendientes hacia las fuerzas de seguridad y hacia los aspectos vinculados a la calidad de la educación y del mercado de trabajo; qué derechos aún debemos defender asegurando la aprobación de una legislación pertinente; cómo profundizar la integración económica y política a nivel regional: estas son algunas de las preguntas que todos debemos comenzar a responder. Creo que ninguna fuerza política verdaderamente democrática y transformadora puede darse el lujo de temer dar un debate profundo, plural y sin concesiones acerca de lo que ocurrió. No se trata sólo de una deuda con nosotros mismos, protagonistas de estos años, sino con nuestro pueblo. La Argentina necesita que las conclusiones que emerjan del debate se constituyan en herramientas para que el movimiento popular recupere la mayoría que le permita acceder electoralmente al gobierno con el objetivo de seguir avanzando hacia una sociedad más justa.


    El proyecto de restauración conservadora en marcha está mostrando que no tiene ninguna novedad para ofrecer al país. En su primer año de gobierno volvió a aplicar las recetas de ajuste neoliberal y de desindustrialización que ya fracasaron al provocar el hambre, la desocupación, el achicamiento de las clases medias y la enorme crisis de inicios de siglo. Las nuevas propuestas que permitan vislumbrar un horizonte de desarrollo y justicia social sólo las puede aportar el campo popular a partir de capitalizar los progresos obtenidos en esta última década y tomar conciencia de las asignaturas pendientes.


    En su reciente visita a la Argentina, el vicepresidente de Bolivia, Álvaro García Linera, invitó a superar el pesimismo que supone la actual situación de repliegue de las fuerzas progresistas en América Latina enfatizando que las transformaciones profundas son procesos por oleadas, que no sabemos el tiempo que demandará crear la próxima ola de cambios en la región, pero que nuestra capacidad de aprendizaje respecto de los aciertos y los errores cometidos es un factor determinante para que la próxima oleada llegue lo antes posible y nos lleve más allá, más alto, más lejos en nuestra utopía de construcción, siempre colectiva, de sociedades más justas.


    Si los textos que se presentan en este libro colaboran en esta construcción, habrán cumplido su cometido.

  


  
    1. El fin del “casillero vacío”


    Una década de transformaciones y desafíos pendientes en América Latina


    Daniel Filmus[1]


    


    En el último año han ocurrido un conjunto de sucesos políticos en América Latina que ponen en juego los avances logrados desde inicios de siglo en materia de desarrollo económico, distribución de la riqueza y derechos sociales en numerosos países de la región. Se ha iniciado una ofensiva que tiene como objetivo principal producir una restauración conservadora de características neoliberales que se ha venido desplegando por casi la totalidad de la geografía de nuestro continente. La simultaneidad y similitud de estos hechos vuelve a colocar en el centro del análisis una problemática largamente discutida por los estudios que pretenden comprender y explicar la realidad de América Latina.


    En efecto, el debate sobre si predominan o no las características comunes entre los procesos económicos, sociales y políticos que se desarrollaron en los distintos países latinoamericanos es tan largo como su historia. Sin pretender abordar en profundidad la polémica respecto de los rasgos similares y las diferencias que muestran las situaciones que vivió la región desde la colonización, parece evidente que en las últimas décadas un número importante de países ha transitado por ciclos históricos en los que prevalecieron procesos de características comunes.


    Entrada la década de los setenta, se instalaron en casi toda la región dictaduras militares de naturaleza profundamente represiva y conservadora. La mayor parte de estas dictaduras llegaron al poder al derrocar a gobiernos de signo nacional y popular que dejaron inconcluso su objetivo de transformación social. Esta etapa significó la aplicación de políticas económicas de tinte neoliberal que terminaron con los procesos de industrialización por sustitución de importaciones de la posguerra y produjeron un grave retroceso de las conquistas sociales que los pueblos latinoamericanos habían obtenido luego de décadas de lucha. A pesar de haber llevado adelante estrategias que incluían la prohibición del accionar político partidario y la represión violenta y sistemática de los movimientos populares, los gobiernos autoritarios no lograron el objetivo de conseguir un consenso social de larga duración. Las crisis económicas que descargaron sus efectos sobre las espaldas de las grandes mayorías y el creciente protagonismo popular en la resistencia a los regímenes dictatoriales jugaron un papel destacado en el deterioro de las condiciones de los gobiernos militares que pretendieron perpetuarse en el poder. Esta situación abrió las puertas a la restauración de las instituciones democráticas.


    La recuperación del orden constitucional, que sucedió coetáneamente sobre los inicios de la década de los ochenta, también fue un fenómeno a escala regional. Los gobiernos emergentes, muchos de ellos con una institucionalidad frágil, posibilitaron la continuidad de la aplicación de las recetas económicas neoliberales, ahora bajo los preceptos que diseñó el llamado “Consenso de Washington” para todo el continente. El fracaso de estas políticas, que dio lugar al período que se denominó “la década perdida”, generó una de las crisis económicas y de representación política más profundas de la historia latinoamericana. Este proceso favoreció el surgimiento de liderazgos y gobiernos de nuevo tipo que, en su mayoría, imprimieron una direccionalidad opuesta a la hegemónica en los noventa.


    Hugo Chávez, Luiz Inácio Lula da Silva, Evo Morales, Néstor Kirchner, Rafael Correa, Tabaré Vázquez y Michelle Bachelet fueron algunos de los líderes que encabezaron este proceso y que luego continuaron, entre otros, Cristina Fernández, Dilma Rousseff y José “Pepe” Mujica. Con estrategias y estilos personales diferentes, pero con la misma direccionalidad, estos presidentes llevaron adelante políticas que tuvieron entre sus objetivos principales la recuperación del papel del Estado en la conducción del desarrollo económico y en la generación de condiciones para una distribución más igualitaria de la riqueza. La defensa de la capacidad de decisión nacional y la prioridad dada a la integración regional también fueron características comunes a estos procesos que, al cabo de más de una década, se mostraron exitosos tanto en lograr altos índices de crecimiento económico, como en la obtención de mayores niveles de equidad y justicia social.


    Como señalamos al inicio, a pesar de los avances conquistados en los últimos años, hoy la realidad latinoamericana vuelve a mostrar rasgos comunes, aunque de un signo preocupante, para las fuerzas progresistas y populares de la región. El triunfo electoral de Mauricio Macri en la Argentina, la profunda crisis económica y política que vive el proceso venezolano, el desplazamiento de Dilma Rousseff de la conducción del gobierno de Brasil, los cuestionamientos permanentes a Michelle Bachelet, y la imposibilidad de la reelección en los casos de Evo Morales y Rafael Correa plantean un nuevo escenario. La simultaneidad de estos procesos exige que, sin dejar de tener en cuenta las particularidades nacionales de cada uno de ellos, realicemos un esfuerzo en dirección a un análisis regional de esta coyuntura.


    La crisis global del capitalismo, desencadenada a partir de 2008, que descargó parte de sus consecuencias sobre los países emergentes, y la baja de los precios de los productos primarios que la región exporta golpearon fuertemente todas nuestras economías. La recuperación de la capacidad de iniciativa por parte de los sectores oligárquicos vinculados al capital concentrado, la injerencia de los intereses financieros internacionales y la ofensiva de las corporaciones judicial y mediática contra los gobiernos y los líderes populares fueron parte de un fenómeno que afectó a muchos de los países latinoamericanos. A estos procesos hay que añadirles las consecuencias de las propias limitaciones que mostraron los modelos de desarrollo implementados por aquellos gobiernos progresistas, que no lograron cambios estructurales en los patrones de crecimiento y distribución de la riqueza en la región.


    La nueva situación nos obliga a replantear si en efecto hemos dejado atrás los procesos pendulares de alternancia, donde el agotamiento de los ciclos de crecimiento y conquistas populares daban lugar a procesos de sentido inverso que significaban el retroceso de las transformaciones y los avances obtenidos en el ciclo anterior.


    En este contexto, el objetivo de este capítulo es brindar elementos que permitan analizar la situación de América Latina a partir de las transformaciones producidas en los últimos años. Este análisis exige, en primer lugar, una descripción de los principales elementos comunes que muestran las políticas llevadas adelante por los gobiernos progresistas, de izquierda o nacionales y populares que condujeron los destinos de buena parte de nuestro continente. Incluye, asimismo, la recapitulación de los avances que los proyectos aplicados en la última década produjeron en el crecimiento económico, la mejora en la distribución del ingreso y la ampliación de derechos sociales en la región. En segundo lugar, nos proponemos colocar en debate algunos de los aspectos estructurales que no pudieron modificarse bajo el modelo de desarrollo que se intentó implementar, a pesar del cambio de paradigma propuesto. Aspectos que, según analizaremos, generan condiciones para permitir la reiteración de los procesos pendulares antes mencionados. Por último, realizaremos breves reflexiones acerca de las características particulares con que se expresó este fenómeno regional en la Argentina y tomaremos en cuenta las asignaturas pendientes que deja el proceso de transformaciones frente a la necesidad de avanzar hacia la construcción de un nuevo modelo productivo que tenga como objetivo principal terminar con la histórica brecha de desigualdad que persiste en nuestro país.


    Del casillero vacío al crecimiento con mayor igualdad


    Sobre el inicio de los noventa, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) publicó un documento sobre la industrialización en América Latina en el cual acuñó el término de “casillero vacío”. Bajo este concepto, el autor del trabajo, Fernando Fajnzylber, hacía referencia a que, como consecuencia de los modelos de desarrollo que había adoptado la región en las décadas anteriores, ninguno de los países que la constituyen había avanzado al mismo tiempo en el crecimiento económico y la equidad social. En su estudio, encontró países que habían logrado incrementar fuertemente su producto bruto interno (PBI), pero que no habían distribuido los beneficios del crecimiento entre su población. También detectó algunos países (sólo dos) que habían avanzado hacia una mayor equidad, pero no habían logrado mostrar tasas significativas de incremento en su PBI. En su escrito, contrasta esta situación con un número importante de países de otras regiones del mundo que pudieron obtener, en el mismo período, altas tasas de crecimiento económico, acompañadas de importantes procesos de avance en la equidad social (Fajnzylber, 1990). El autor adjudica la causa de este fenómeno al patrón de industrialización que llevó adelante América Latina, cuando sostiene que “el casillero vacío está relacionado directamente a la escasa capacidad para absorber e incorporar creadoramente el progreso técnico”. Al mismo tiempo, vincula este proceso al modelo de sustitución de importaciones que, íntimamente relacionado con la evolución del mercado interno, se implementó en la región.


    El cuadro 1.1 muestra la relación entre equidad y crecimiento en América Latina que utilizó el autor:


    


    Cuadro 1.1. América Latina: objetivos estratégicos (crecimiento-equidad)


    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            Crecimiento PBI per cápita (1965-1984)

          

          	
            Equidad: 40% más bajos ingresos / 10% más altos ingresos (1970-1984)

          
        


        
          	
            < 0,04a

          

          	
            ≥ 0,04

          
        


        
          	
            < 2,4%b

          

          	
            Bolivia


            Chile


            Perú


            Venezuela


            Haití

          

          	
            Costa Rica


            El Salvador


            Guatemala


            Honduras


            Nicaragua

          

          	
            Argentina


            Uruguay

          
        


        
          	
            (15,9)c

          

          	
            (11,5)c

          
        


        
          	
            ≥ 2,4%

          

          	
            Brasil


            Colombia


            Ecuador Paraguay

          

          	
            Panamá


            República Dominicana

          

          	
        


        
          	
            (72,6)c

          

          	
        

      
    


    a Mitad relación comparable de los países industriales.

    b Crecimiento del PBI per cápita de los países industriales 1965-1984.

    c Participación en el PBI regional.


    Fuente: Fajnzylber (1990).


    El crecimiento económico promedio de América Latina en este período fue modesto. De hecho, el secretario general de la Cepal (González, 1986) definió este ciclo como la “década perdida” para la región. Este crecimiento limitado fue traccionado sobre todo por los procesos de desarrollo que vivieron Brasil, México y, en menor medida, Colombia. Sin embargo, como señalamos, en ninguno de estos países el incremento del PBI trajo un mejoramiento de la equidad en la distribución del ingreso. Los únicos que mostraron mejoras sensibles en la igualdad social, Argentina y Uruguay, tuvieron tasas de crecimiento muy bajas. El final de los ochenta se dio en un contexto de aceleración del proceso de caída de la actividad económica, altos índices de desempleo y reducción de los salarios reales, aumento generalizado de los precios y las tasas de interés. Al mismo tiempo, existió un marcado deterioro de los términos de intercambio y un desproporcionado endeudamiento externo que condicionaría la autonomía en las decisiones y las posibilidades de crecimiento futuras.


    La última década del siglo XX no modificó sustancialmente esta realidad. El surgimiento de un mundo unipolar hegemonizado por los Estados Unidos; el paso de un largo ciclo expansivo del capitalismo (Hobsbawm, 2013) a uno de carácter recesivo, y la implementación del modelo neoliberal a escala global fueron algunas de las características predominantes del contexto mundial que vivió América Latina en los noventa (Sader, 2010). La adopción de las estrategias promovidas por el Consenso de Washington, basadas en la imposición de las fuerzas del mercado impulsadas por el proceso de internacionalización económica, impregnó el conjunto de políticas económicas y sociales a escala regional. A pesar del relativo éxito que, por momentos, mostró esta propuesta en la evolución de determinados indicadores macroeconómicos (como la tendencia al crecimiento del PBI, el control de la inflación y el logro de una disciplina fiscal), en el balance de la década tampoco existieron países que combinaran sustantivamente crecimiento y distribución (Filmus, 1999). La apertura indiscriminada de las economías y la eliminación de las barreras aduaneras fueron acompañadas de políticas privatizadoras, desindustrialización y repliegue y ajuste del Estado. Al mismo tiempo, la flexibilización laboral y la destrucción de gran parte de la red de protección social que sostenía el Estado contribuyeron a deteriorar el acceso y la calidad del mercado de trabajo y produjeron una fuerte regresión en la distribución de los ingresos. Es así como, a pesar de los relativos éxitos macroeconómicos que permitieron en algunos casos sostener gobiernos de larga duración como los de Carlos Menem, Alberto Fujimori, Fernando Henrique Cardoso y el PRI, la década concluyó con una fuerte crisis económica, social y de representatividad política. El proyecto neoliberal se mostró incapaz de combinar estrategias de crecimiento extendidas en el tiempo con políticas que permitieran disminuir las profundas desigualdades sociales en la región.


    Si actualizamos la tabla anterior con los datos de crecimiento y equidad correspondientes a los años noventa (cuadro 1.2), quedan dos casilleros vacíos. Gran parte de los países, principalmente los de mayor nivel de industrialización, muestran tasas de crecimiento del PBI muy modestas a lo largo del decenio. Sin embargo, el fenómeno sobresaliente de este período consiste en que ningún país, aun los que sostuvieron altas tasas de crecimiento económico, logró mejorar la equidad social medida a través del coeficiente de Gini.


    


    Cuadro 1.2. América Latina: crecimiento y equidad en la década del noventa


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Crecimiento PBI per cápita (1990-2000)

          

          	
            Variación del coeficiente de Gini (1990-2000)


            según promedio cuatrianual 1990-1993 y 1997-2000

          
        


        
          	
            < 0,04

          

          	
            ≥ 0,04

          
        


        
          	
            < 2,4%

          

          	
            Argentina


            Bolivia


            Perú


            Colombia


            México


            Nicaragua


            Venezuela


            Brasil


            Paraguay


            Honduras


            Uruguay


            Ecuador

          

          	
        


        
          	
            ≥ 2,4%

          

          	
            Chile


            El Salvador


            República Dominicana


            Costa Rica


            Panamá

          

          	
        

      
    


    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    La crisis generalizada producida por el fracaso de este modelo a nivel continental permitió, en un conjunto de países de la región, la llegada al gobierno a partir del voto popular de movimientos nacionales, algunos con larga tradición política, como los casos de Brasil, Argentina y Uruguay, y otros recientemente creados, como los de Bolivia, Venezuela, Ecuador y Paraguay. Estos movimientos, sostenidos en fuertes liderazgos personales, se propusieron un profundo cambio político, económico y social desde las orientaciones que promovieron a partir de la conducción del Estado. Se avanzó hacia una modificación en el paradigma del crecimiento y el desarrollo que dejó atrás las concepciones vinculadas a las teorías del derrame o del goteo. Aplicadas a rajatabla en los noventa, estas teorías plantearon que el crecimiento y la acumulación producidos por las políticas de desregulación económica debían generar distribución de sus beneficios en el conjunto de la población. Sin embargo, y como vimos, este efecto no se produjo. Por el contrario, la riqueza siguió concentrándose en los sectores privilegiados de la economía. En el sentido inverso, los nuevos gobiernos plantearon que era la expansión del consumo y el mercado interno la que debía permitir el incremento de la demanda y por ello el crecimiento de la economía (Rapoport, 2014). Este proceso, que permitió la expansión del mercado de trabajo y fue acompañado de la apropiación de parte del excedente por el Estado para su distribución mediante programas destinados a la inclusión social y a la promoción de la economía popular, fue lo que produjo una importante distribución de la riqueza que favoreció a amplias capas de la población.


    


    Cuadro 1.3. América Latina: crecimiento y equidad en los inicios del siglo XXI


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Crecimiento PBI per cápita (2003-2013)

          

          	
            Variación del coeficiente de Gini (2003-2013)


            según promedio cuatrienal 2003-2006 y 2010-2013

          
        


        
          	
            < 0,04

          

          	
            ≥ 0,04

          
        


        
          	
            < 2,4%

          

          	
            México


            Honduras

          

          	
            El Salvador


            Nicaragua

          
        


        
          	
            ≥ 2,4%

          

          	
            Colombia


            Costa Rica


            República Dominicana


            Chile


            Paraguay


            Panamá

          

          	
            Bolivia


            Venezuela


            Brasil


            Argentina


            Perú


            Uruguay


            Ecuador

          
        

      
    


    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    El cuadro 1.3 muestra que, con los mismos parámetros de crecimiento y distribución de la riqueza, el casillero en el que coinciden los países que combinaron el crecimiento económico y la distribución de la riqueza presenta por primera vez un número significativo de casos. Es verdad que ciertos factores del contexto internacional favorecieron importantes procesos de crecimiento de las economías de casi toda América Latina. La irrupción de China como consumidor de los productos que la región coloca en el mercado y el aumento sostenido de los precios de las commodities fueron algunos de los más importantes. Pero no se trató sólo de un “viento de cola”. Por un lado, los países que más crecieron son aquellos que no sólo aprovecharon el contexto internacional, sino que apostaron fuertemente al mercado y al consumo interno. Por otro, es evidente que sólo los países que adoptaron medidas activas en función de la igualdad social lograron que el crecimiento estuviera acompañado de una fuerte distribución de la riqueza. Incluso aquellos que no tuvieron altas tasas de crecimiento del PBI, como Nicaragua y El Salvador, pero que llevaron adelante políticas redistributivas, alcanzaron en esta última década mayores niveles de equidad.


    A continuación, describiremos algunos de los rasgos comunes de las políticas que llevaron adelante en la última década los países que encabezaron el proceso transformador y lograron combinar crecimiento económico y mayores niveles de igualdad social.


    Características comunes de los procesos de transformación en América Latina


    Respeto a la institucionalidad democrática


    Uno de los rasgos comunes a los procesos transformadores latinoamericanos ha sido el respeto por los sistemas democráticos. A diferencia de las experiencias ocurridas en los setenta, el impacto de las dictaduras en el continente generó una profunda conciencia sobre la necesidad de que los cambios políticos, económicos y sociales debían ocurrir en un contexto en que la institucionalidad democrática debía estar plenamente vigente. Este no es un tema menor si tomamos en cuenta que muchos de estos procesos transformadores surgen a partir de profundas crisis de legitimidad de la representación popular y de los partidos políticos. Crisis que en un conjunto de casos (Argentina, Venezuela, Bolivia, entre otros) desencadenaron situaciones de violencia y de peligro de ruptura del orden constitucional. Quizás el más emblemático lo constituya el acceso al gobierno del primero de los líderes de esta etapa, Hugo Chávez (1999), por la vía electoral, tras haber intentado llegar al poder mediante un levantamiento militar en 1992. Por el contrario, en numerosas ocasiones los gobiernos progresistas fueron los que debieron enfrentar embates contra la institucionalidad. Algunos exitosos, como las experiencias de Honduras (2009) y Paraguay (2012) y, más recientemente, Brasil (2016). En estos casos, mediante mecanismos espurios vinculados a los poderes Legislativo o Judicial, las fuerzas conservadoras lograron derrocar a los presidentes bajo una fachada de aparente continuidad democrática. También Evo Morales, Hugo Chávez y Rafael Correa sufrieron otros intentos de ruptura institucional. En todos estos casos, la fuerte movilización popular, combinada con un inmediato accionar de los presidentes y de los organismos regionales, impidió que los intentos golpistas de diferente tipo consiguieran deponer a los presidentes. La nueva institucionalidad regional, encabezada por el Mercado Común del Sur (Mercosur) y la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur), jugó un papel preponderante en estos procesos, a partir de la aprobación unánime en cada uno de estos organismos de Cartas Democráticas que sancionan muy fuertemente a quienes produzcan la ruptura del orden institucional. El embate parlamentario, judicial y mediático que provocó la destitución en el cargo de Dilma Rousseff también se enmarca en este tipo de golpes “blandos” o “blancos”, que la ofensiva conservadora neoliberal intenta imponer en la región.


    Fortalecimiento del Estado


    La reconstrucción de un Estado fuerte y activo, capaz de liderar los procesos de transformaciones, fue uno de los principales desafíos de los nuevos gobiernos de la región. Ello implicó un profundo cambio en las estructuras y el papel que debía desempeñar el Estado, pero también exigió un gran cambio cultural respecto de la mirada social que la población tenía de este. La destrucción del Estado desarrollista que en América Latina lideró los procesos de crecimiento de la posguerra fue uno de los objetivos centrales planteados por el Consenso de Washington para aplicar las políticas de mercado y desregulación (Smith y Korzeniewicz, 2000). Para ello, se realizó un profundo trabajo de deslegitimación de su papel en la sociedad. Como plantearon algunos autores (Barbeito y Lo Vuolo, 1992), los gobiernos neoliberales de las décadas finales del siglo XX se esforzaron por transformar el Estado de bienestar en un Estado de Malestar, costoso, ineficiente, burocrático y regresivo, al que los medios de comunicación contribuyeron fuertemente en deslegitimar frente a la opinión pública. De esta manera, el desmantelamiento y la privatización de las funciones que desempeñaba el Estado, realizado durante los noventa, se llevó adelante con un alto grado de legitimidad y consenso social.


    Una década después, la enorme crisis que significó el fracaso del mercado como regulador del orden económico y social posibilitó que la tarea de reconstrucción se efectuara con un creciente consenso social respecto de la necesidad de recuperar su rol histórico. La ausencia de Estado no sólo generó la destrucción del aparato productivo en muchos países de la región, con su consecuente desocupación y pobreza, sino que al mismo tiempo impidió el acceso a políticas públicas de protección social a quienes quedaron marginados del proceso económico.


    La recuperación del papel del Estado se hizo sobre la base de la necesidad de su participación en la conducción del proceso de desarrollo y de distribución de la renta y los bienes que ese desarrollo genera. Un requisito previo fue la recuperación de la credibilidad en la capacidad estatal para servir al bien común. En este sentido, cumplió un rol destacado la confianza del pueblo en los líderes que accedieron a los gobiernos que condujeron la nueva etapa, lo que se tradujo en una importante relegitimación del Estado. De esta manera, como se señala en un reciente trabajo, podemos sostener que


    actualmente, y a diferencia de décadas pasadas, existe en la región un mayor consenso respecto de que el papel del Estado es decisivo a la hora de garantizar los bienes públicos, dinamizar el crecimiento, fomentar el desarrollo productivo, intervenir en el desarrollo territorial y promover políticas igualitarias para concretar derechos y generar consensos en torno a pactos fiscales con efectos redistributivos (Bárcena y Prado, 2016).


    Uno de los aspectos centrales del nuevo rol del Estado estuvo vinculado a su recuperación como actor económico a partir de las nacionalizaciones y estatizaciones de empresas de vital importancia en sectores estratégicos de la economía. Ello permitió cumplir un triple objetivo: apropiarse de la capacidad de conducir el proceso de desarrollo; recuperar soberanía nacional en la toma de decisiones y estatizar una parte importante de la renta para dirigirla a la inversión pública y a los programas sociales. Particular trascendencia tuvo la nacionalización de las empresas de hidrocarburos. Venezuela (1999), Bolivia (2006), Ecuador (2007) y Argentina (2012) recuperaron para el Estado la capacidad de conducir las empresas petroleras.


    Los países que más avanzaron en la nacionalización y estatización de sectores de la economía y empresas han sido Venezuela, Bolivia y Argentina. Bolivia tomó el control de las minas de estaño (2006), el acero (2007), los teléfonos (2008) y las compañías eléctricas (2010 y 2012). En Venezuela, las estatizaciones más importantes fueron las de la electricidad (2007), la telefonía (2007), el cemento (2007) y el Banco de Venezuela (2008). La Argentina, uno de los países donde los procesos de privatización habían sido más agresivos durante los noventa, emprendió un camino de recuperación de los principales resortes de la economía a partir de 2005, cuando estatizó el Correo Argentino. La empresa Aguas Argentinas (2006), los fondos de pensión (2008), la compañía aérea de bandera –Aerolíneas Argentinas– (2009) y la fábrica de aviones (2009) fueron algunos de los pasos que se dieron en el camino de colocar al Estado en un lugar central en torno a la conducción del proceso de desarrollo económico.


    Otro indicador del incremento del papel del Estado en el modelo de desarrollo es el importante crecimiento del gasto público, que permitió ampliar su capacidad para dinamizar la economía, favorecer el desarrollo y generar nuevas fuentes de empleo a través de la obra pública. Al mismo tiempo, y siguiendo una tendencia procíclica, también se amplió fuertemente el gasto social. Este había mostrado un leve incremento a mediados de la década de los noventa, pero culminó con un leve retroceso a comienzos de los dos mil. De esta manera, como muestra el gráfico 1.1, la participación del gasto público como porcentaje del PBI fue del 26,2% en el bienio 1992-1993 y descendió al 24,8% para el bienio 2002-2003. A partir del bienio siguiente, el gasto público creció hasta el 30,6% para 2010-2011.


    


    Gráfico 1.1. América Latina y el Caribe: evolución y participación del gasto público social y del gasto público total en el PBI, y del gasto público social en el gasto público total, 1990-1991 a 2012-2013
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    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2014.


    Cabe destacar que el mayor incremento del gasto ocurrió a partir de 2008, ahora en un claro papel contracíclico, para hacer frente tanto a los impactos de la suba de los precios a nivel internacional como a las consecuencias que la crisis financiera global tuvo sobre nuestras economías. Esta situación obligó a reforzar los programas sociales de lucha contra la pobreza y a reorientar el gasto para evitar el efecto regresivo del aumento de los precios de los productos básicos. Pero también los gobiernos tomaron diferentes medidas para la estabilización de la demanda interna, mediante el aumento del gasto público no social (en especial, la inversión en infraestructura) como, sobre todo, del gasto social, incluidos programas de empleo y fomento productivo (créditos a microempresas) y de vivienda (Cepal, 2015). En los últimos años, la desaceleración del crecimiento económico de los países de la región provocó una leve caída del gasto público con relación al PBI y, al sostenerse el gasto social, este alcanzó proporcionalmente los niveles más altos.


    Avance hacia un cambio de modelo productivo fortaleciendo la creación de fuentes laborales y el mercado interno


    Como señalamos, uno de los rasgos comunes de los procesos de los países latinoamericanos que lograron combinar crecimiento con distribución de la riqueza fue el esfuerzo por intentar cambiar el patrón de crecimiento favoreciendo el desarrollo de un modelo productivo más centrado en la generación de trabajo y el mercado interno. Sin lugar a duda, las condiciones de financiamiento externo favorables y el alza en los precios de los productos primarios exportables jugaron un papel fundamental en el proceso virtuoso que vivieron los países de la región. Sin embargo, estos factores no explican por sí mismos las transformaciones producidas. Las políticas de fomento a la industrialización, a la capacidad de agregar valor a partir de la innovación tecnológica y a la demanda interna, aunque incompletas, produjeron el acceso al consumo de grandes masas de población históricamente marginadas. A la vez, en muchos casos posibilitaron la movilidad social ascendente hacia la clase media de importantes sectores que vivían en la pobreza (Quenan, 2014). Estas medidas fueron acompañadas por políticas específicamente destinadas a proteger el trabajo registrado y revertir el proceso de flexibilización y desregulación laboral que imperó en los noventa.


    Al contrario de lo que había ocurrido en la década anterior, donde el crecimiento económico estuvo acompañado de un aumento constante de la desocupación y el trabajo informal, en el período 2003-2014 el incremento del PBI produjo un fuerte ascenso de los niveles de ocupación y de trabajo formal. En la década de 1990, la desocupación en la región se incrementó del 7,5 a casi el 12%. En la última década, en cambio, el porcentaje de desocupados se redujo casi a la mitad (gráfico 1.2).


    


    Gráfico 1.2. América Latina: tasa anual de variación del PBI y evolución de la tasa de desempleo abierto
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    Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Cepal y OIT.


    Esta caída en la desocupación estuvo íntimamente vinculada tanto al cambio en el modelo de desarrollo –que privilegió las áreas productivas que favorecieron la creación de fuentes laborales– como a la puesta en marcha de políticas públicas dirigidas específicamente a expandir el empleo y a proteger y regular las condiciones del trabajo. La dimensión laboral ha adquirido centralidad en el ámbito de las políticas económicas y sociales de la última década de la región (Cepal-OIT, 2014). Gran parte de los países han desarrollado estrategias que mejoran los ingresos de los trabajadores, como el aumento del salario mínimo, y diversas medidas para promover la formalización y el fortalecimiento de la institucionalidad laboral. Los países que más avanzaron en esta dirección combinaron transferencias monetarias destinadas a asegurar determinados niveles de vida y condicionalidades orientadas a favorecer un incremento de las capacidades humanas, con políticas y programas tendientes a mejorar las condiciones de inclusión laboral y generación de ingresos actuales y futuros de sus destinatarios (Cecchini y Madariaga, 2011). En la mayor parte de los casos se actuó tanto sobre la oferta de trabajo, mediante el fomento de los estudios y la formación laboral, como sobre la demanda. Esto último, a partir del incentivo de la microempresa, la economía popular, el autoempleo y la generación directa o indirecta de empleo.


    Todas estas políticas permitieron que la baja en la desocupación estuviera acompañada del aumento en la proporción de asalariados con contrato formal (del 53,4%, en 2002, al 57,2%, en 2013), la importante ampliación de la cobertura de salud, que llegó a casi dos tercios de la población ocupada, y la disminución de la brecha de ingresos laborales entre hombres y mujeres. En este contexto, cobró especial importancia la disminución de la desigualdad de los ingresos laborales que, al ser la principal fuente de los recursos de los hogares, tuvo un impacto significativo en la tendencia hacia la mejora de la igualdad social en este período. De todas maneras, los principales cambios en el mercado de trabajo ocurrieron en el aspecto cuantitativo y no cualitativo, ya que la ampliación de este continuó sobre todo en sectores de productividad relativamente baja y media (Bárcena y Prado, 2016).


    Por otra parte, este cambio en la orientación del modelo de crecimiento, cuyas limitaciones analizaremos más adelante, también generó condiciones para enfrentar las consecuencias de la crisis financiera global que ocurrió a partir de 2008. Al contrario de lo que ocurrió en otras regiones del mundo, los países analizados mostraron un alto nivel de resiliencia a nivel de crecimiento económico, situación financiera y sostenimiento de condiciones de vida de la población. Como señala Carlos Quenan,


    América Latina evitó una recesión más profunda y pudo hacer frente a las turbulencias internacionales sin caer en una crisis monetaria o financiera desestabilizadora gracias a una disminución de las fuentes de vulnerabilidad durante la fase de crecimiento que se abrió en 2003 (Quenan, 2014).


    Sin embargo, es evidente que el impacto de la crisis global produjo una fuerte desaceleración del crecimiento económico en la región. Este menor ritmo de crecimiento estuvo acompañado de síntomas que nos alertan sobre el “amesetamiento” en torno a las mejoras sociales que obtuvo la población en la década anterior. Estos problemas estructurales que evidencian los procesos de desarrollo están vinculados a las debilidades que todavía hoy podemos observar en los cambios del modelo productivo e impactarán fuertemente en la generación de condiciones adversas para la continuidad de los procesos nacionales y populares en América Latina. Más adelante profundizaremos sobre estos aspectos.


    Prioridad en la lucha contra la pobreza y la desigualdad


    El desafío de la igualdad es el más importante que enfrentan los gobiernos de la región. Es sabido que América Latina no es el continente con mayor pobreza, pero sí con mayor desigualdad en el mundo. El papel activo del Estado fue fundamental para convertir esta problemática en uno de los temas centrales de la agenda de las políticas públicas. A partir de los años dos mil se comenzaron a instaurar con fuerza nuevas concepciones respecto de la igualdad. Estas nuevas ideas incorporan otras miradas sobre el rol del Estado y parten de la base que es obligación del mismo garantizar un enfoque integral de los derechos ciudadanos, al tiempo que se considera que estos no pueden restringirse solamente a la participación ciudadana en la institucionalidad democrática a través del voto. Los derechos humanos, económicos, sociales y culturales cobraron mayor preponderancia tanto en la legislación de cada uno de los países como en las políticas económicas y sociales.


    En cuanto a los ingresos, esta mirada permitió que la última década significara un quiebre importante con respecto a las tendencias de evolución de la pobreza y la desigualdad de las décadas anteriores. El balance de los ochenta había mostrado que el estancamiento económico de la región había sido acompañado de un importante crecimiento de la pobreza, que pasó del 40,5 al 48,4% de los habitantes. Casi la mitad de los latinoamericanos eran pobres sobre los inicios de los noventa. En esa década, a pesar del crecimiento económico, la disminución de la pobreza medida en porcentaje fue muy leve (del 48,4 al 43,8%). Pero en valores absolutos, la cantidad de pobres aumentó de 204 a 225 millones de personas. Las políticas aplicadas a partir de inicios del nuevo siglo permitieron que la pobreza descendiera fuertemente: del 43,9 al 29,2% entre 2002 y 2015. La caída de la indigencia también mostró indicadores importantes: del 19,3 al 12,4% en esos años. Sin embargo, es posible marcar dos momentos muy diferentes en este período. El primero termina con la crisis mundial de 2008 y se caracteriza por una baja de la pobreza de manera abrupta: entre 2002 y 2007, el número de personas pobres se redujo a un ritmo del 3,8% anual, y el de indigentes, al 7,1%. Como vemos en el gráfico 1.3, a partir de ese momento la disminución de la pobreza y la indigencia frenó su ritmo hasta amesetarse e inclusive invertir la tendencia en números absolutos en los últimos años.


    


    Gráfico 1.3. América Latina: evolución de la pobreza e indigencia, 1980-2014

    En porcentaje de la población
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    En millones de personas
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    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2015.


    Ello no implica que el impacto de las condiciones internacionales haya sido homogéneo en los distintos países de la región. Mientras que en algunos de ellos (como Uruguay, Bolivia, Argentina, Brasil, Perú, Chile y Ecuador) la pobreza continuó descendiendo, en otros (particularmente en México y Venezuela) la tendencia fue inversa.


    En cuanto a la desigualdad, también se verificó un cambio importante en comparación con la tendencia al aumento constante de las décadas anteriores. Los estudios basados en el coeficiente de Gini muestran que la desigualdad disminuyó en proporciones significativas en quince de diecisiete países de la región en el período comprendido entre 2002 y 2011. Por supuesto, el nivel de reducción de la desigualdad no ha sido similar entre los distintos países ni en los diferentes subperíodos. Entre 2002 y 2008, el ritmo de disminución de la desigualdad superó el 1% anual en Argentina, Brasil, Perú, Venezuela y Uruguay (Cepal, 2015). Paradójicamente, la reducción de la desigualdad se produjo en forma más manifiesta a partir de 2008. Uruguay, Bolivia, El Salvador, Argentina y Ecuador, entre otros, muestran un descenso más marcado del coeficiente de Gini en este período (gráfico 1.4).


    


    Gráfico 1.4. Cambios en la distribución del ingreso en países de América Latina. Índice de concentración de Gini
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    En casi todos los casos, esta reducción de la desigualdad está mucho más vinculada al papel del Estado en la inversión social pública en áreas como la educación, salud y previsión social que a la acción fiscal directa a través de la redistribución producida por la acción impositiva. La posibilidad de una reforma tributaria progresiva de gran envergadura continúa pendiente.


    Como ya señalamos respecto de la desigualdad, el ingreso laboral constituye el principal factor del ingreso total de los hogares y, por lo tanto, el mayor determinante de la mejora de la condición económica de las familias. En la mayor parte de los países de la región se combinaron dos elementos que mejoraron el ingreso laboral. Por un lado, el incremento del ingreso laboral medio por ocupado, al haberse producido una reducción en la brecha salarial entre trabajadores calificados y de baja calificación. Por otro, la incorporación de más miembros de la familia al mercado laboral. Cabe destacar que, salvo en los casos de Argentina y Brasil, donde aumentó la participación de la masa salarial en el total del PBI, en el resto de los países no se modificó la distribución funcional del ingreso entre trabajadores y propietarios del capital. Ello significa que en la mayor parte de los países no se pudo volver atrás con los procesos de concentración del beneficio del crecimiento en manos del capital, que se había manifestado en las décadas de hegemonía neoliberal. Esta situación agrega incertidumbre al comportamiento futuro de la tendencia a la disminución de la desigualdad en la región en momentos de escaso crecimiento de las economías.


    Sin embargo, junto con la mejora producida por la situación laboral, hubo otras políticas públicas que marcaron una presencia activa del Estado y contribuyeron a la disminución drástica de la pobreza. Estas políticas fueron posibles porque se incrementó en gran medida el gasto social. Entre 2000 y 2010, el gasto público aumentó del 25 al 30% del PBI en la región. A su vez, el gasto social pasó de un promedio del 55% del presupuesto público en la década de los noventa a casi el 65% en los últimos años. Como al mismo tiempo el PBI de la región creció en un porcentaje cercano al 50%, el incremento de los recursos que los gobiernos destinaron a atender la cuestión social mostró una envergadura inédita. La mayor parte (el 51,3%) del aumento del gasto social como porcentaje del PBI se debe a la inversión realizada en seguridad social y planes de asistencia social. La importante ampliación de la cobertura a la atención de la previsión social, inclusive a sectores que no habían aportado en su vida como trabajadores, y el progresivo envejecimiento de la población en un conjunto de países explican el crecimiento del gasto en la seguridad social. Respecto de la asistencia social, el nuevo enfoque en torno a los derechos sociales que imperó en muchos países de la región en la última década significó el desarrollo de numerosos programas sociales destinados a los sectores más postergados y con precarias condiciones de acceso al trabajo formal. Entre ellos, cabe destacar los programas de transferencia condicionada (PTC), que constituyen transferencias monetarias y no monetarias a familias en situación de pobreza con hijos menores de edad con la condición de que cumplan con compromisos asociados a condiciones de salud, educación y nutricionales de los hijos. Surgidos a partir de las urgencias que planteó la crisis de los dos mil, durante la última década estos programas incrementaron fuertemente su cobertura, su alcance geográfico, el monto de las transferencias realizadas y el nivel de institucionalización dentro del ámbito de las políticas sociales de cada uno de los países. En muchos casos se convirtieron en verdaderos símbolos del compromiso del Estado con la universalización de los derechos a partir de cambios constitucionales y legislativos que comienzan a explicitar la necesidad de este tipo de políticas redistributivas.


    Algunos de los programas que mostraron mayor nivel de impacto fueron el Programa Bolsa Família (Brasil), la Asignación Universal por Hijo (Argentina), Plan Equidad (Uruguay), Chile Solidario (Chile), Bono Jacinto Pinto (Bolivia), Bono de Desarrollo Humano (Ecuador) y el Programa Tekoporã (Paraguay).


    La inversión en educación fue otro de los destinos del gasto social que mayor alza tuvo en la última década (1,9% del PBI). Gran parte de los esfuerzos estuvieron dirigidos a la ampliación de la cobertura tanto hacia la primera infancia como hacia el nivel medio. Acompañando el concepto de “igualdad de capacidades”, numerosos países latinoamericanos incorporaron a su legislación la ampliación de la enseñanza obligatoria en consonancia con los Objetivos de Desarrollo del Milenio de la ONU. Si tomamos en cuenta que para 2013 ya el 92% de la población de 15 a 19 años había culminado los estudios primarios, doce países de la región aprobaron leyes para establecer la obligatoriedad de todo el nivel medio y otros tres fijaron como obligatorio el ciclo básico de la escuela media. Ello permitió que la proporción de jóvenes de la región en edad de terminar el secundario que obtuvo el título medio pasara del 37 al 58% entre 1997 y 2013, según las estadísticas de la Cepal.


    Cabe destacar que la mayor inversión y el aumento de los índices de escolaridad en todos los niveles tuvieron su correlato en la disminución de la desigualdad educativa medida en años de escolaridad. El quintil más bajo de la población elevó del 22 al 42% la conclusión de la finalización de la secundaria respecto del quintil más alto entre 2002 y 2013. En lo que respecta a la postsecundaria, este porcentaje también pasó del 5 al 9%.


    


    Gráfico 1.5. América Latina (dieciocho países): logro educativo del quintil más pobre con respecto al del quintil más rico, por nivel de educación, 1997-2013
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    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2015.


    Este mejoramiento cuantitativo no se correspondió con una mayor integración de las experiencias escolares entre los niños y jóvenes de distintos sectores sociales, lo cual tendrá consecuencias desigualadoras tanto en lo que respecta a la calidad de los aprendizajes obtenidos como a las trayectorias laborales y sociales a partir del egreso. Como señalan Bárcena y Prado,


    los resultados sugieren que, en promedio, el grado de segregación escolar en el sistema primario y secundario en América Latina aumentó en las últimas dos décadas; también dan cuenta de que creció el grado de segregación escolar entre la red pública y la privada (2016).


    El gasto en salud y especialmente el destinado a vivienda, agua potable, saneamiento y equipamiento comunitario fueron los que menos se incrementaron en la última década. Sin lugar a duda, esta escasa inversión impacta en el mantenimiento de grandes bolsones de marginalidad territorial y habitacional que rodean a los principales centros urbanos de América Latina. La concentración poblacional de los sectores de menos recursos incide fuertemente en la reproducción social de un conjunto de fenómenos que, como la inseguridad, la marginalidad urbana, la precariedad del acceso a los bienes públicos, etc., profundizan las condiciones de segregación y pobreza.


    En síntesis, a pesar de las deudas sociales persistentes, el avance en torno a la igualdad en América Latina ha sido sustantivo. Como señala la Cepal (2012), el crecimiento, con mayor énfasis en la acción social del Estado y mayor equidad distributiva, significó un fortalecimiento de la ciudadanía social. En esta materia, el primer decenio del siglo XXI fue una década ganada para América Latina. Este progreso es particularmente valorado en un momento en que en la mayor parte de los países del mundo se verifican tendencias a profundizar la regresividad distributiva (Gómez Sabaini y otros, 2010). Por ello, el citado trabajo de la Cepal concluye que América Latina, una región tradicionalmente rezagada en el tema, comenzó a cerrar la brecha que la separa de las naciones más desarrolladas.


    Como señalamos antes, los resultados positivos en torno a la disminución de la desigualdad no han sido homogéneos. La mayor parte de los países que disminuyeron sustantivamente la desigualdad, aquellos que completaron “el casillero vacío” al que hicimos referencia, fueron los países cuyos gobiernos colocaron al Estado liderando el proceso de redistribución de ingresos hacia los sectores más postergados y estuvieron lejos de concebir la disminución de la desigualdad como un resultado “natural” del derrame producido por el crecimiento económico.


    Ampliación de derechos hacia actores sociales históricamente marginados y creación de nuevas formas de participación democrática


    La ampliación de los derechos de género, etnia y raza en los años que siguieron al inicio de siglo en América Latina fueron importantes, si bien los países avanzaron con dinámicas y tiempos diferentes.


    En lo que respecta a las mujeres, lograron una paridad absoluta en el acceso a los distintos niveles del sistema educativo, por lo que hoy la escolaridad no muestra brechas de género. En el caso de la educación superior, por ejemplo, al contrario de lo que ocurre en otras regiones en desarrollo, la diferencia es ligeramente mayor a favor de las mujeres. El 23,5% de ellas concurren a este nivel, mientras que en los varones matriculados el porcentaje se reduce al 21,5%. Es posible afirmar que las mayores desigualdades de género en el ámbito educativo se vinculan a que los tipos de carrera profesional donde predomina la matrícula femenina son relativamente menos valorizadas por el mercado.


    En cuanto al acceso al mundo del trabajo, las brechas se redujeron, aunque distan de alcanzar los niveles de igualdad del sistema educativo. En los últimos quince años, la participación de las mujeres en el mercado laboral tuvo un incremento del 40 al 53%. La proporción de mujeres sin ingresos propios bajó del 42%, en 2002, al 32%, en 2011. Ello se debió, en buena medida, a los PTC. Sin embargo, el índice de desocupación es un 35% más alto en el caso de las mujeres, quienes al mismo tiempo tienen mayor presencia en el sector informal y en actividades precarias, domésticas y de menores ingresos.


    Las mejoras obtenidas respecto de la igualdad de género en relación con el mercado laboral, aún con las limitaciones señaladas, están íntimamente vinculadas a las políticas públicas aplicadas por los estados. Algunas de ellas son la promoción del acceso al empleo, la creación de instancias de formación profesional, la ampliación de la licencia por maternidad, la puesta en marcha de programas de atención a la infancia focalizados en la transferencia de ingresos a las madres, la protección del trabajo doméstico, el reconocimiento del trabajo en el hogar y la implementación de nuevos programas de ampliación de la previsión y protección social para mujeres.


    Uno de los principales problemas que presenta la región, la violencia contra las mujeres, mostró importantes avances legislativos, aunque pocos cambios en los comportamientos sociales. La mayor parte de los países aprobaron leyes contra la violencia de género, específicamente en el ámbito familiar. Casi todos incorporaron como agravante la figura del femicidio y, en muchos casos, se avanzó en normativas que atienden los casos concretos de violencia contra niñas y adolescentes.


    El derecho a la participación política de las mujeres se amplió de manera sustantiva. Numerosos países implementaron legislaciones que promueven su participación en los poderes Legislativo y Ejecutivo. Pero cuatro de ellos alcanzaron la paridad de representación en sus Congresos: Ecuador (2007), Bolivia (2010), Venezuela (2008) y Costa Rica (2009).


    Es mucho también lo que se avanzó respecto de los derechos relacionados con la salud sexual y reproductiva que, en muchos casos, se incorporó a la Constitución. Sin embargo, en pocos países (Argentina, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México y Paraguay) existe un marco legal de niñez y adolescencia para la prevención del embarazo adolescente. Un fenómeno similar se observa sobre el derecho a la educación sexual, ya que a pesar de haberse aprobado en esta década su obligatoriedad en distintos países, sólo ocho de ellos implementan programas específicos.


    Otro grupo que se convirtió en un beneficiario importante en la ampliación de los derechos dirigidos hacia las minorías ha sido el de los homosexuales. Casi todos los países incorporaron fuertes penalidades a la discriminación por género en sus legislaciones, pero algunos avanzaron aún más. Ecuador y Chile reconocieron las uniones civiles entre homosexuales. Argentina, Brasil y Uruguay se encuentran entre los primeros países del mundo en reconocer los matrimonios entre personas del mismo sexo. A fin de legislar sobre nuevos derechos para las minorías, Argentina y Brasil avanzaron hacia garantizar la posibilidad de que cada ciudadano pueda decidir acerca de su identidad sexual.


    La ampliación de derechos también ha tenido como uno de los actores protagónicos a las comunidades indígenas. Se trata de una población con un peso muy importante en la región, ya que significa cerca del 10% del total de habitantes agrupados en más de ochocientos pueblos indígenas reconocidos por los estados (Cepal, 2006). Sobre fines de los ochenta, Rodolfo Stavenhagen (1988) advertía acerca de la ausencia de reconocimiento de derechos indígenas en la gran mayoría de las Constituciones de América Latina. En la actualidad, en sólo cinco de veintiuna Cartas Magnas de la región no se reconocen algunos derechos a los pueblos originarios. Si bien los cambios legislativos datan en buena parte de la década de los noventa, el propio Stavenhagen –como relator especial de las Naciones Unidas para los derechos indígenas– alertó en los inicios de siglo sobre la enorme brecha existente entre las disposiciones constitucionales y legales y la ausencia de mecanismos para hacer exigibles estos derechos. Parte de esa brecha se debe a que las políticas neoliberales mostraron escasez de voluntad y recursos para que los derechos puedan hacerse efectivos.


    La ampliación de derechos implementada durante la última década, en particular en Ecuador y en Bolivia, ha sido denominada como “constitucionalismo plurinacional” (Yrigoyen, 2011) o “constitucionalismo dialógico e intercultural” (Aparicio, 2011). Influenciadas por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada en 2007, estas reformas surgieron de asambleas constituyentes con amplia representación de estos pueblos y luego fueron ratificadas mediante referéndum (Aylwin, 2013). Su característica principal es que, sin cuestionar la unidad del Estado nacional, los define como plurinacionales, incorporando mecanismos de participación política y representación específica de los pueblos en las Asambleas Legislativas. En el caso de Bolivia, se crea con igual criterio un órgano judicial y un tribunal constitucional con el mismo tipo de representación. En ambos casos se incluye el derecho a la autonomía y a la libre determinación, derechos territoriales a la propiedad y posesión ancestral de sus tierras y el derecho al “buen vivir” a partir de garantizar el acceso a bienes como el agua, la alimentación, el medio ambiente, la comunicación, la vivienda, el trabajo, etc. También Venezuela incluyó en la reforma constitucional de 1999 el reconocimiento de la existencia y derechos de los pueblos indígenas, y garantizó su representación en la Asamblea Nacional y en los gobiernos federales y locales. En 2005, la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas perfeccionó los mecanismos de participación y representación.


    La población afrodescendiente también tiene una gran importancia numérica en la región. Se trata de ciento veinte millones de personas que, en su mayoría, habitan en Brasil. En este caso, se implementaron importantes políticas para la integración social, dirigidas específicamente hacia la población afrodescendiente, es decir, un 45% del total. La creación de la Secretaría Especial para la Promoción de la Igualdad Social por parte del presidente Lula en 2003, en dirección a cumplir con los objetivos establecidos por la ONU en la Conferencia Mundial Contra el Racismo realizada en Durban en 2001, se constituyó en un paso fundamental para trabajar en pos de la igualdad de derechos. La secretaría encabezó un conjunto de políticas de igualdad y de acción afirmativa que tuvieron un impacto positivo en la lucha contra la discriminación. Como resultado de este trabajo, en 2009 se aprobó por decreto el Plan Nacional de Promoción de la Igualdad Racial, que articuló el trabajo de todos los ministerios en torno a este objetivo y, un año después, con la Ley 12.288, se instituyó el Estatuto de la Igualdad Racial, definido por Lula da Silva como la “Ley que recupera la ciudadanía del pueblo negro brasileño”.


    Uno de los principales programas desarrollados por el gobierno del Partido de los Trabajadores (PT) ha sido el de Diversidad en la Universidad, que procura favorecer el acceso a los estudios superiores de grupos socialmente más vulnerables, con énfasis en negros e indígenas.


    Cabe destacar que el gobierno surgido a partir del golpe “blando” que encabezó Michel Temer no integró ningún ministro afrodescendiente al gabinete. Al mismo tiempo, se disolvió el Ministerio de las Mujeres, la Igualdad Racial, de la Juventud y los Derechos Humanos creado por Dilma Rousseff en su gestión.


    A pesar de los grandes avances registrados en la década, las desigualdades vinculadas a la discriminación por género, raza y etnia siguen siendo muy marcadas. Una reciente investigación realizada por la Cepal sobre la base de datos de 2011 muestra que en América Latina el 38,8% de la población indígena es pobre. En el caso de los afrodescendientes, esta proporción es menor, un 22,3%, mientras que para quienes no son indígenas o afrodescendientes el porcentaje de pobreza desciende al 17%. En cuanto a los datos que reflejan la desnutrición infantil, la prevalencia de la desnutrición crónica es casi el doble en niños indígenas que en los no indígenas. La brecha se agranda para el caso de la desnutrición crónica severa: 9 a 1. Por último, como muestra el gráfico 1.6, la incorporación de la variable sexo amplía notoriamente las desigualdades respecto de los ingresos laborales por raza y etnia. Es evidente que la década mantiene como asignatura pendiente la atención principal del “núcleo duro” de la exclusión donde confluyen pobreza, etnicidad y género.


    


    Gráfico 1.6. América Latina (nueve países): ingresos laborales según sexo, raza/etnia y años de escolaridad, total nacional, 2013 o año más cercano
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    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2015.


    Fortalecimiento de la integración regional


    Otra característica común de los procesos transformadores de América Latina fue la decisión de priorizar la necesidad de enfrentar los desafíos comunes de una manera colectiva. Esta determinación significó profundizar y modificar las perspectivas desde las cuales se habían desarrollado los procesos de integración a partir de la posguerra. Varios autores definieron este período como la “cuarta ola” de la integración latinoamericana (Dabéne, 2014), en un intento de dejar atrás la mirada estrictamente volcada al “mercado” que impregnó las políticas de las décadas anteriores. En efecto, a partir de los ochenta, la recuperación de las democracias y la hegemonía de las políticas neoliberales terminaron con una época en la cual la actividad conjunta de los gobiernos militares estuvo centrada sobre todo en las acciones represivas como la Operación Cóndor. Desde la perspectiva del Consenso de Washington, el objetivo principal de la articulación de las políticas regionales estuvo dirigido a afirmar el libre mercado en la región. Tanto el Mercosur (1991) como el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN, 1992) surgieron con este objetivo. La apertura de los mercados basada en el descenso drástico de los derechos arancelarios fue exitosa y logró elevar al 25,2% el comercio regional que en 1990 representaba el 8,9% del intercambio total de América Latina. La crisis económica y financiera de fin de siglo retrotrajo el intercambio comercial regional a los niveles anteriores. En cuanto a las políticas de inserción internacional, el alineamiento con los Estados Unidos y las potencias hegemónicas resultó prácticamente total y no dio lugar a miradas autónomas por parte de los países latinoamericanos.


    El nuevo período, que se inició con la asunción de Hugo Chávez en Venezuela, mostró su impronta en la Cumbre de las Américas realizada en Mar del Plata en 2005. Allí, los principales países de la región optaron por no integrar el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y privilegiar la ampliación de la capacidad de decisión e integración de América Latina. Esta mirada se plasmó en una nueva institucionalidad de la integración regional. La creación de la Alternativa Bolivariana para América Latina y el Caribe (ALBA) (2004), de la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) (2008) y de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (Celac) (2011) son resultado de esta etapa. También se creó en 2012 la Alianza del Pacífico con la participación de México, Colombia, Perú y Chile, aunque desde una perspectiva diferente, vinculada a intentar una inserción más dinámica con la zona Asia Pacífico y a profundizar el libre comercio con los Estados Unidos. Esta divergencia en la mirada comercial no impidió que América Latina mostrara sus principales logros de esta etapa de integración regional, sobre todo el de mantener un importante grado de cohesión en el diálogo y el accionar político. Como planteó la Cumbre de Cochabamba (2006): “La construcción de un nuevo modelo de integración no puede estar basada únicamente en las relaciones comerciales”.


    


    Gráfico 1.7. Comercio intrarregional de los países de la Alianza del Pacífico y el Mercosur, 2003-2014
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    Fuente: Intal - IADB, disponible en <www19.iadb.org/intal/conexionintal/2016/04/07/integracion-regional-en-prospectiva-contexto-y-oportunidades>.


    


    La creación de una institucionalidad regional que genere mayores condiciones de autonomía, un incremento en el grado de independencia en la toma de decisiones a nivel regional –y, en particular, como bloque– en los organismos multilaterales, el avance en el diseño de estrategias comunes en temáticas tradicionalmente no abordadas en forma conjunta –como la defensa, el desarrollo sustentable y las crisis globales– son algunos de los logros más importantes desde la perspectiva política en la última década. La unidad mostrada por los países latinoamericanos en torno a la inclusión de Cuba en las instituciones regionales, la oposición a la injerencia de los países centrales en nuestros territorios y el sólido apoyo a la posición de la Argentina respecto de la cuestión de las islas Malvinas son ejemplos de las coincidencias alcanzadas. La posibilidad de incidir favorablemente en algunas de las crisis institucionales nacionales y en conflictos entre países integrantes del bloque también fue importante. Con referencia a este último punto, los casos exitosos de intervención en las situaciones de cuestionamiento a las democracias de Ecuador, Bolivia y Venezuela, así como en los conflictos binacionales –como los protagonizados por Colombia, Ecuador y Venezuela– contrastan con las frustraciones del accionar de los organismos regionales respecto de Honduras, Paraguay y, recientemente, Brasil. Estos casos muestran que, a pesar de los progresos, todavía se encuentran fuertes límites a la acción frente a algunas de las crisis democráticas de la región.


    Respecto de los procesos de integración económica y productiva, los avances que se produjeron han encontrado fuertes limitaciones en las condiciones estructurales de los patrones de desarrollo. El intercambio comercial entre los países de América Latina, por ejemplo, tuvo un comportamiento claramente procíclico (Porta, 2008). Ello implicó que, después de acompañar la tendencia del crecimiento de las economías de la región hasta 2008, se estancara desde entonces e incluso disminuyera su importancia frente al total del intercambio comercial. De cualquier manera, aún en los mejores años, el comercio intrarregional nunca superó el 15% del total de las exportaciones.


    Una de las limitaciones más importantes al crecimiento del comercio regional está relacionada con los rasgos históricos que presenta su patrón de exportación, que se caracteriza por ser escasamente diversificado y concentrado en bienes primarios o manufacturas basadas en recursos naturales cuyo destino principal es el mercado extrazona.


    Esta relación se invierte si tomamos sólo las manufacturas de contenido tecnológico medio y alto. En este caso, las exportaciones regionales hacia los países de América del Sur alcanzan porcentajes cercanos al 40% (gráfico 1.8). Ello permite tener una dimensión de la importancia que reviste este comercio para el desarrollo productivo y la capacidad de agregar valor e incrementar la demanda laboral en cada uno de nuestros países. Como bien señalan Bárcena y Prado,


    el comercio interregional se caracteriza por ser más diversificado e intensivo en manufacturas, por tener mayor contenido tecnológico, ser más accesible a las pymes y por crear mayor empleo que el comercio en otras regiones […] por lo tanto constituye un eslabón crucial no sólo para la integración regional, sino también para los avances nacionales en las estrategias de cambio estructural para la igualdad (2016).


    En esta dirección, es decisiva la creación de cadenas de valor competitivas a escala regional y subregional que permitan incorporar las ventajas comparativas de los países y que enfrenten la tendencia de varias economías de la región a insertarse en cadenas de valor conducidas por empresas globales.


    


    Gráfico 1.8. Participación de las manufacturas de contenido tecnológico medio y alto en las exportaciones de países sudamericanos seleccionados, según mercados de destino. Promedio 2001-2014
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    Fuente: Intal - IADB, disponible en <www19.iadb.org/intal/conexionintal/2016/04/07/integracion-regional-en-prospectiva-contexto-y-oportunidades>.


    Cabe destacar que los importantes avances registrados en la disminución de las barreras intrarregionales al comercio de bienes no han sido suficientes para potenciar los mecanismos de integración económica. A los límites ya señalados respecto de la falta de diversificación productiva y exportadora, hay que incorporar los escasos avances en materia de innovación y competitividad internacional, integración regional de cadenas de valor y las carencias históricas en transporte, infraestructura y logística (Cepal, 2014b). Un ejemplo de la insuficiencia en la ampliación hacia otras estrategias de integración productiva y comercial es el magro resultado que muestran en la actualidad el Mercosur y la Corporación Andina de Naciones (CAN) en cuanto a la participación del mercado regional en las ventas totales.


    Mientras la proporción del comercio al interior de la Unión Europea (UE) por parte de sus países miembros alcanza el 63%, en el TLCAN, el 48%, y en la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (Asean), el 26%, en el caso del Mercosur y la CAN, esta relación es del 14 y el 7,5%, respectivamente. Cabe destacar que, en el último año, la caída del comercio intrarregional en cada uno de estos agrupamientos ha sido muy importante. Los intercambios económicos al interior del Mercosur se contrajeron un 23%, y en la CAN, el 20%. La frustrada puesta en marcha del Banco del Sur es un ejemplo de las dificultades de llevar a la práctica los procesos de integración.


    En síntesis, nunca se ha enfatizado tanto en los discursos y en las declaraciones de las organizaciones multilaterales de la región la necesidad de mayor integración de los países de América Latina como en esta última década. Ante los importantes logros obtenidos en esta dirección a nivel político y en la capacidad de mostrar una posición común frente al mundo, la realidad sigue estando alejada de los discursos en cuanto a nivel económico.
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